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Juzgado 02 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C.

De: ricardo fonseca castillo <ricardofonseca7513@hotmail.com>
Enviado el: martes, 16 de agosto de 2022 2:48 p. m.
Para: Juzgado 02 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C.
Asunto: Contestacion demanda y anexos 2021-00357. 
Datos adjuntos: Contestacion demanda y anexos.pdf

Señor.  
JUEZ SEGUNDO CIVIL DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ.  
E. S. D.  
ccto02bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 
DECLARATIVO No. 2021-00357.  
 
Demandante: Carolina Alfonso Rodríguez.  
Demandado: Rodrigo Eliecer Quintero Giraldo. 



Señor. 

JUEZ SEGUNDO CIVIL DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 

E. S. D. 
ccto02bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

DECLARATIVO No. 2021-00357. 

Demandante: Carolina Alfonso Rodríguez.  

Demandado: Rodrigo Eliecer Quintero Giraldo. 

 

RICARDO FONSECA CASTILLO domiciliado en Bogotá, identificado con 

cedula de ciudadanía No. 79´687.237 de Bogotá D.C y portador de 

Tarjeta Profesional No. 115.832 del C.S de la J, obrando en calidad de 

Apoderado Judicial del demandado el señor Rodrigo Eliecer Quintero 

Giraldo dentro del proceso de la referencia; por medio del presente 

escrito, respetuosamente me permito CONTESTAR la demanda, dentro 

del término concedido de la siguiente forma: 

 

FRENTE A LOS HECHOS. 

PRIMERO:  Este hecho comporta aspectos que son ciertos y otros que 

no, pero que en nada contribuyen a probar la EXISTENCIA DE UNA 

SOCIEDAD CIVIL DE HECHO que se pide. Por ejemplo, la forma en que 

se conocieron, “ser menor de edad” y cuando quedo embarazada. 

Aseveraciones estas que de todas maneras deben ser probadas al 

proceso.  

SEGUNDO: Este hecho es igual que el primero, consta de varios pasajes 

y con una apariencia subjetiva, “1) Que se fueron a vivir en unión libre, 

2) se retiró del colegio, y 3) se fueron a vivir en el mismo barrio, por 

tanto. Me atengo a lo que se pruebe. 

TERCERO: Es CIERTO, en el año de 1997 nació Andrés Felipe Quintero 

Alfonso su hijo que en la actualidad es mayor de 25 años.  

CUARTO: NO es CIERTO que él demandando no la dejará trabajar, el 

manifiesta que para la época ella no estaba capacitada para 

desarrollar actividad ni trabajo alguno. De otro lado y al objeto de esta 

demanda tácitamente está aceptando que para la supuesta 

sociedad civil que alega, ella no dio aportes en dinero ni especie.  

QUINTO HECHO: Es CIERTO, con esfuerzos el demandado logró 

graduarse como contador público en el que arduas tareas le 

generaron su día a día para que con sacrificios y trabajo superara 

dificultades y cumpliera con las obligaciones adquiridas para sus hijos.   

SEXTO: Es CIERTO, la hija menor ISABELA QUINTERO ALFONSO nació el 

12 de febrero de 2014. Pero la estabilidad y el tiempo de convivencia 

deberá ser probado.  
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SEPTIMO: NO es CIERTO, la situación acá referida debe ser objeto de 

prueba. Lo anterior teniendo en cuenta que el señor Quintero Giraldo 

ingreso a laborar con la empresa CAVIPETROL mucho antes a la fecha 

referida y, por ende, la aprobación del préstamo para la compra del 

apartamento es fruto de su empeño individual y se prueba con la 

certificación anexa.  

OCTAVO: NO es CIERTO, pues al tenor del certificado de libertad e 

instrumentos públicos de julio 25 de 2022 del inmueble de matrícula 

inmobiliaria No. 50S – 441407 anotación No. 23 de la notaria 11 de 

Bogotá, se nota claramente que la especificación es sobre 

AFECTACIÓN a vivienda familiar cuyo titular de dominio es Rodrigo 

Eliecer Quintero Giraldo. 

NOVENO: NO es CIERTO, en este punto se está planteando una 

apreciación subjetiva del demandante, por lo mismo me abstengo de 

rebatirlo, pues hasta los inicios de la relación ni siquiera existe 

presunción sobre la existencia de la unión marital de hecho y mucho 

menos de los aportes por cuenta de la señora Alonso Rodríguez al 

objeto social que se demanda.  

DECIMO: NO es CIERTO, el vehículo Chevrolet de placas CRI562, 

modelo 1995, lo adquirió el demandando con un préstamo con el 

banco Colpatria, lo vendió en el 2012 y pago la deuda.  

UNDÉCIMO: NO es CIERTO, la camioneta KIA de placas CXR597 

modelo 2013 también es propiedad del demandando y la tiene que 

vender en el 2021 ante su precaria condición económica, pues al 

encontrarse sin trabajo y vivienda porque la señora Alfonso Rodríguez 

en el 2018 de forma arbitraria y valiéndose de artimañas le cambio 

guarda a la puerta del apartamento y desde esa época no le permite 

el ingreso al señor Rodrigo Eliecer Quintero Giraldo a su propiedad, 

despojándolo del uso y disfrute, tal y como consta en el radicado 

No.2018-581-028694-2 del 19 de noviembre de 2018 del área de 

gestión policiva – inspecciones de policía de la localidad de Kennedy 

adjunta a este escrito de contestación.  

DECIMO SEGUNDO: NO es CIERTO y aunque la demandante acudió el 

10 de julio del 2017ante la Comisaria de Familia de Kennedy IV por 

supuestos maltratos, allí la autoridad administrativa RESUELVE: Declarar 

NO probados los hechos denunciados en contra de Rodrigo Eliecer y 

en consecuencia negar medidas de protección. Dejando constancia 

por cuenta de mi mandante que para la fecha en reseña ya no 

convive con ella.    

DECIMO TERCERO: Es CIERTO, en acta de conciliación del 29 de abril 

de 2019 ante la Comisaria de Familia de Kennedy IV, se acordó lo 

referente a cuidado personal, custodia, visitas y cuota de alimentos a 

favor de la menor Isabela Quintero Alfonso y que actualmente cumple 



a cabalidad Rodrigo Eliecer Quintero Giraldo tal y como lo detalla la 

demandante en este hecho. 

DECIMO CUARTO: NO es CIERTO, es totalmente falso ya que Rodrigo 

Eliecer mientras subsistió la obligación del vehículo y del apartamento, 

la empresa le descontaba de nómina lo correspondiente al pago de 

la cuota.  Y en la única oportunidad en que Quintero Giraldo se quedó 

sin trabajó fue recientemente y por espacio de 4 meses, donde acudió 

a la solidaridad de su señor Padre quien lo auxilio prestándole dinero, 

para cumplir así con el pago de los servicios y así responder 

satisfactoriamente por la cuota de alimentos.  

DECIMO QUINTO: NO es CIERTO, según versión del demandado, la 

demandante es muy inestable y aunque el contrato de 

arrendamiento se firmó el 18 de enero de 2017, el local permaneció 

cerrado y por ello lo entrego el 7 de julio de 2017, ya que ella no podía 

responder por el pago del canon al que se comprometió. Lo mismo 

sucedió con el salón de belleza en el cual lo tuvo abierto al público 

solo 3 o 4 meses aproximadamente, siendo lo anterior lo que desvirtúa 

la supuesta ayuda para el hogar, más aún, cuando para esas épocas 

no se compró el apartamento ni el vehículo, siendo además 

consecuente que para la situación enmarcada ni siquiera convivían, 

dicho que se extrae desde las actuaciones administrativas a las cuales 

se vieron abocados y que se anexan a este escrito.  

DECIMO SEXTO: NO es CIERTO, pero además este hecho resulta ser 

muy vago, ya que no especifica en que épocas, ni cuál fue la 

supuesta contribución. Sin embargo y para dejar claridad, mi 

mandante asegura no conocer y nunca a ver estado en orito ni en el 

putumayo.  

A las PRETENSIONES. 

 

En cuanto a las pretensiones de la demandante, me OPONGO a que 

el Despacho haga declaraciones y condenas en los términos 

solicitados en la demanda, de plano niego el derecho en que estas se 

fundan, ya que las mismas no gozan de total y absoluta acreditación 

y las contesto en su orden.  

 

A la pretensión PRIMERA:  Me OPONGO, por ser totalmente infundada 

y carente de soporte fáctico y probatorio, específicamente porque ni 

siquiera se allego documento alguno en el que se indique o deduzca 

el supuesto aporte al que la demandante denomina sociedad civil 

para que pueda aspirar a tal pretensión.   

 

A la pretensión SEGUNDA: Me OPONGO a tal solicitud ya que al no 

prosperar la anterior, ésta se convierte en una pretensión inane. No 

obstante, que los sujetos procesales dejaron de mantener contacto 

desde comienzos del año 2017 y para la época en que se presenta la 

demanda septiembre de 2022 la oportunidad para promover la 

disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros 



permanentes prescribe en un año a partir de la separación física y 

definitiva de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la 

muerte de uno o ambos compañeros. 

 

A la pretensión TERCERA: Me OPONGO, pues al no existir el 

reconocimiento de la sociedad de hecho, esta solicitud queda sin 

apoyo técnico.  

 

A la pretensión CUARTA Me OPONGO por no ser una pretensión sino 

un efecto en estricto derecho.  

  

A la pretensión QUINTA: Me opongo a tal pretensión, siendo la 

demandante a quien de manera ejemplar se le deberá condenar en 

costas y agencias en derecho, por poner en movimiento el aparato 

jurisdiccional en un desgaste inoficioso y carente de soportes facticos 

y jurídicos, y especialmente por incurrir en abuso del derecho. 

 
 

EXCEPCIONES. 

1. INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES y 

TRÁMITE INADECUADO. 

 

Esta circunstancia sobreviene porque no es posible adoptar un 

proceso DECLARATIVO, cuando con anterioridad a la Admisión de la 

demanda debió agotarse el requisito de PROCEDIBILIDAD de la 

conciliación, teniendo en cuenta que la LEY 640 DE 2001, prevé para 

las partes comparecer previamente a una audiencia de ese carácter.  

El Artículo 621 del C.G.P, modifica el artículo 38 de la Ley 640 de 2001, 

el cual quedo así: “Artículo 38. Requisito de PROCEDIBILIDAD en 

asuntos civiles. Si la materia de que trate es conciliable, la conciliación 

extrajudicial en derecho como requisito de procedibilidad deberá 

intentarse antes de acudir a la especialidad jurisdiccional civil en los 

procesos declarativos, con excepción de los divisorios, los de 

expropiación y aquellos en donde se demande o sea obligatoria la 

citación de indeterminados. Visto lo anterior NO se exime del trámite 

de conciliar al demandante. 

El artículo 29 de la Constitución Política consagra el debido proceso, 

como un derecho de aplicación inmediata (Art. 85 C.P.) que tiene por 

fundamento asegurar que las actuaciones de las autoridades 

judiciales y administrativas y de los asociados, se ciñan a reglas 

específicas sustantivas y procedimentales, con el fin de proteger los 

derechos e intereses de las personas involucradas en ellas. 

Igualmente se está vulnerando el artículo 228 de la Carta política que 

consagra la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, 

toda vez que, en razón de lo dispuesto en el precepto invocado, la 

efectividad y eficacia de los procesos civiles que como al caso es de 

carácter patrimonial se habría podido conciliar con anterioridad.    

El acceso a la justicia, no puede ser por lo tanto meramente nominal, 

es decir simplemente enunciativo, sino que resulta imperativa su 



efectividad, a fin de garantizar una protección auténtica y real de las 

garantías y derechos objeto del debate procesal.  

Por lo tanto y de conformidad con el principio de efectividad que se 

predica de todos los derechos fundamentales, es necesario que el 

acceso y el procedimiento que lo desarrolla, sea igualmente 

interpretado a la luz del ordenamiento superior, “en el sentido que 

resulte más favorable al logro y realización del derecho sustancial, 

consultando en todo caso el verdadero espíritu y finalidad de la ley. 

Sumado a lo anterior, es claro que a un Abogado conciliador no se le 

debe inhibir de su ejercicio de establecer medios de comunicación, 

circunstancias de arreglo y composición del litigio a fuerza de concluir 

con la actuación administrativa y es precisamente lo que nos da razón 

en cuanto a la procedencia de la excepción previa de inepta 

demanda por ausencia de este requisito, lo que denota que las 

aspiraciones del demandante se verán truncadas.  

Ahora bien; la demandante en uno de los hechos de esta demanda 

refiere a unos supuestos actos de violencia intrafamiliar quizás para 

eludir la convocatoria del señor Rodrigo Eliecer a tal actuación 

administrativa y desconoce el pronunciamiento de la autoridad en el 

sentido que Declaro NO probados los hechos denunciados por la 

supuesta agresión, siendo esta situación la que conlleva a forzar 

escuchar las posturas de mi cliente en dicha diligencia.   

De otro lado y siendo enfático en que las motivaciones en este 

escenario son algo confusas, ya que en todos los hechos de la 

demanda enrostra situaciones de la unión marital de hecho, en los 

fundamentos jurídicos refiere a la liquidación de sociedad conyugal y 

plantea un trámite  que no corresponde al de las causales previstas en 

la Ley o en el contrato y si la materia que se trate es conciliable, la 

conciliación extrajudicial en derecho es un requisito que deberá 

intentarse antes de acudir a la especialidad jurisdiccional.  

 

2.    INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. 
 

Sobre el caso en concreto se expuso en la demanda que el señor 

RODRIGO ELIECER QUINTERO GIRALDO sostuvo una unión marital de 

hecho con la acá demandante y seguidamente se plantea la 

posibilidad de la EXISTENCIA DE UNA SOCIEDAD DE HECHO donde los 

supuestos socios hacen aportes al objeto social.   

Que pese a tratarse de un tema tan preciso y especifico como lo es, 

el reconocimiento de la unión marital de hecho y la consecuente 

liquidación de la sociedad conyugal, le pareció más fácil al 

demandante variar las formas de un proceso cuyo trámite debe ser 

surtido ante los jueces de familia, pero donde este decidió acudir a al 

proceso declarativo verbal sumario sin cumplir las exigencias dadas 

para este tipo de procesos.  



Es con lo anterior, que considero que los hechos y las pretensiones de 

esta demanda son inacumulables por estar opuestos y contradictorios, 

dada cuenta que cada hecho no guarda relación con la pretensión 

en concreto y si el cometido era acceder al reconocimiento de las 

condiciones que se generan dentro del reconocimiento de la unión 

marital de hecho o situación semejante al matrimonio, las razones en 

que se apoya el demandante no corresponden al juez competente, 

esto es, al juez natural a quien la Constitución o la ley le ha asignado 

el conocimiento de ciertos asuntos, ya que el ordenamiento procesal 

se ha valido de diversas figuras para salvaguardar la jurisdicción, esto 

es, para garantizar que la resolución del conflicto en cabeza del 

funcionario a quien corresponde.  

    

3. FALTA DE COMPETENCIA. 

Es así, que el Estado otorga a una autoridad judicial la facultad de 

resolver un determinado conflicto, de allí que cualquier 

pronunciamiento emitido por una autoridad a quien no se le ha 

otorgado dicha facultad, constituye una afrenta al derecho 

fundamental al debido proceso.  

De este modo, la falta de jurisdicción del funcionario judicial puede ser 

analizada al momento de decidirse sobre la admisión de la demanda 

(artículo 90 C.G.P.), las excepciones previas (artículo 100 num.1 C.G.P.) 

o las nulidades procesales (artículo 138 C.GP).  

Y frente a lo anterior tenemos que toda la demanda ha girado en 

torno a unas situaciones que marcan y definen la unión marital de 

hecho, seguido a ello lo abrogan en su pretensión de querer configurar 

la sociedad patrimonial y correspondiente liquidación de cuya 

competencia corresponde a los jueces de familia y dentro de un 

proceso ordinario declarativo montan una presunta sociedad civil de 

hecho donde no logran acreditar ninguna función de tipo económico 

de parte de la demandante para legitimar su accionar.       

4. EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCIÓN DECLARATIVA DE 

SOCIEDAD PATRIMONIAL. 

Como se ha venido afirmando, la unión marital de hecho entre los 

compañeros Alonso Rodríguez  – Quintero Giraldo, terminó a 

mediados del mes de julio de 2017, y a partir de esa fecha los 

compañeros permanentes tenían un año para adelantar las acciones 

de unión marital de hecho con efectos patrimoniales, pero la 

demandante presentó la demanda, objeto de esta contestación, el 

día 21/09/2021, significa entonces que el año establecido por la ley 54 

de 1990, artículo 8, para que surja sociedad patrimonial en una unión 

marital de hecho, está con creses fenecido, puesto que la 

demandante tenía para presentar la demanda de unión marital de 



hecho con efectos patrimoniales hasta mediados del mes de julio de 

2018.  

Ahora bien, la demandante narra unos hechos bastante confusos y 

que NO corresponden a la verdad procesal de un proceso 

declarativo, toda vez que parece una estratagema ante la 

oportunidad que dejan vencer al transcurrir más de 4 años desde su 

separación y en lugar de acudir a la jurisdicción de familia por efectos 

patrimoniales muy hábilmente alega una supuesta existencia de una 

sociedad de hecho invocando hechos de compañeros permanentes 

y con el pretexto de decir que ella cuida de los hijos. 

5. ABUSO DEL DERECHO. 

Sin desconocer que es necesario distinguir, entre los actos ilegales y los 

actos abusivos, téngase en cuenta que unos actos ilegales son los 

realizados con violación de una disposición legal y actos abusivos, los 

que contempla el ejercicio de un derecho sin posiblemente violar una 

norma, pero que causa, no obstante, un perjuicio. Por tanto, existirá 

abuso del derecho cuando se ejerce sin un motivo legítimo, infundado 

o cuando se ejerce en un sentido contrario a su función social. 

Así, cuando la demandante aspira se le otorguen unas pretensiones 

inequitativas frente a la situación económica real de mi mandante, 

que por cierto no le asiste obligación frente a una sociedad de hecho 

que no existió, por tanto, se le reprocha esa lesión a las condiciones 

elementales de la buena fe y la moral que deben reinar en toda 

agrupación humana civilizada y tal como lo ha expresado la 

jurisprudencia.  

Analícese, como la demanda no cuenta con bases fácticas sólidas ni 

sustento probatorio que le den certeza a su simple aspiración 

imaginaria y trivial. El aspecto de no acudir a la jurisdicción 

correspondiente contradice los mandatos constitucionales y al no 

citar a al demandado a conciliar de forma extra judicial, crea 

incertidumbre en su actuar. 

Conforme al Art. 83 de la C.N “Las actuaciones de los particulares y de 

las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena 

fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten 

ante éstas”.  

Conforme a lo anterior, las actuaciones de la parte actora han ido en 

contravía absoluta a dicho precepto, por las pretensiones sin 

fundamento legal o de hecho del libelo demandatorio. La buena fe 

(bona fides) implica que se deben ejercer los derechos mediante el 

empleo de una conducta de fidelidad en armonía con el Art. 95 de la 

misma Constitución Nacional, que expresa “Respetar los derechos 

ajenos y no abusar de los propios”.  



Así las cosas, la buena fe se desdobla en dos aspectos; primeramente, 

la persona debe usar para con aquél con quien establece una 

relación jurídica, una conducta sincera, vale decir, ajustada a las 

exigencias del decoro social; en segundo término, cada persona tiene 

derecho a esperar de la otra esa misma lealtad o fidelidad, en el 

primer caso se trata de una buena fe activa y en el segundo de una 

buena fe pasiva (Confianza). 

Por lo acá enunciado, la parte actora, desconoce absolutamente 

dicho principio Constitucional y pretende abrogarse de presuntos 

derechos totalmente desbordados de la realidad fáctica en cuanto a 

pretender irracionalmente alimentos o un aumento de cuota 

alimentaria donde no aporta el más mínimo soporte probatorio al 

respecto y solo queda en su subjetividad plantear un valor a todas 

luces desmedido frente a una  situación real ya que el padre del 

menor  SI existe, se esmera por el bienestar de su hijo y esta presto a 

dar la cara al proceso.  

 

PRUEBAS. 

DOCUMENTALES. 

1) Certificación del fondo de empleados de los trabajadores y 

pensionados de Ecopetrol S.A., “CAVIPETROL” con el que se 

acredita el pago del apartamento a nombre del demandado. 

2) Certificado de libertad y tradición del inmueble de matrícula 50S-

441407, en el que se desvirtúa la supuesta constitución a 

patrimonio de familia. 

3) Levantamiento de prenda sin tenencia del vehículo de placas 

CXR597, que figuró a nombre del demandando. 

4) Resolución en la que la comisaria octava de Kennedy IV, resolvió 

declarar No probados los hechos de supuesta violencia.  

5) Acta de conciliación de cuidado personal, custodia, visitas y 

alimentos a favor de la hija menor. 

6) Radicación área de gestión policiva por querella en contra de la 

señora demandante. 

7) Contrato de arrendamiento de local comercial 18 de enero de 

2017. 

8) Terminación del anterior contrato 5 de julio de 2017. 

 

TESTIMONIALES: 

Se llame a rendir testimonio al señor: 

José Rodrigo Quintero Marín con CC. No. 4.325.396 de Manizales y 

ubicado en la dirección Calle 40 sur No. 73 A 72. 

 



OFICIOS. 

1.Ruego al Señor Juez, se sirva oficiar a la Dirección de Impuestos 

Nacionales si la señora Carolina Alfonso Rodríguez, demuestra activos 

y declara renta. 

2. Se sirva oficiar a la cámara de comercio de Bogotá, si existe alguna 

inscripción por la supuesta sociedad que conformaron los acá 

demandante y demandado. 

NOTIFICACIONES. 

Al actor, su representante legal y su apoderado en la dirección 

suministrada en la demanda en el acápite correspondiente para tal 

fin. 

Al demandado en la dirección calle 40 sur No. 73ª -72 Barrio Kennedy, 

correo electrónico rocoquintero@gmail.com, teléfono 3115565827 

El suscrito Abogado las recibirá en la secretaría de su Despacho o en 

la Calle 18 No. 6-47 piso 7 of. 304, correo electrónico 

ricardofonseca7513@hotmail.com y teléfono 3204489610. 

Anexos: Poder debidamente otorgado por el demandado y los 

señalados en las documentales. 

 

PETICIÓN ESPECIAL. 

De igual manera solicito al señor Juez, que si existiere alguna medida 

cautelar sobre el bien inmueble de matrícula 50S-441407 que el 

demandante anuncia, se sirva levantar tal disposición y en 

consecuencia ordene su respectiva entrega al demandado, ya que 

no existe presunción de la existencia de una sociedad de ganancias 

a titulo universal, semejante a la sociedad conyugal.  

 

De usted atentamente; 

 

 

 
RICARDO FONSECA CASTILLO 

C.C. No. 79.687.237 de Bogotá 

T.P. No. 115.832 del C.S.J. 
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